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Corte Constitucional
	 
          

          COMUNICADO No. 31
               Agosto 14 y 15 de 2013
 


La Corte Constitucional reafirmó la aplicación del principio del mérito para designar a los magistrados que conocen de los procesos de Justicia y paz
	 IX.  EXPEDIENTE D-9515  -   SENTENCIA  C-532/13  (agosto 15)
        M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez



1.
Norma acusada

LEY 1592 DE 2012

(Diciembre 3)

Por medio de la cual se introducen modificaciones a la Ley 975 de 2005 “por la cual se dictan disposiciones para la reincorporación de miembros de grupos armados organizados al margen de la ley, que contribuyan de manera efectiva a la consecución de la paz nacional y se dictan otras disposiciones para acuerdos humanitarios” y se dictan otras disposiciones
ARTÍCULO 28. Modifíquese el artículo 32 de la Ley 975 de 2005, el cual quedará así: 
Artículo 32. Competencia funcional de los magistrados de los Tribunales Superiores de Distrito Judicial en Materia de Justicia y la Paz. Además de las competencias establecidas en otras leyes, los Tribunales Superiores de Distrito Judicial designados por el Consejo Superior de la Judicatura serán competentes para adelantar la etapa de juzgamiento de los procesos de los que trata la presente ley. 

El juzgamiento en los procesos a los que se refiere la presente ley, en cada una de las fases del procedimiento, se llevará a cabo por las siguientes autoridades judiciales: 

1. Los Magistrados con funciones de control de garantías. 

2. Los Magistrados con funciones de conocimiento de las salas de Justicia y Paz de los Tribunales Superiores de Distrito Judicial. 

3. Los jueces con funciones de ejecución de sentencias de las salas de Justicia y Paz de los Tribunales Superiores de Distrito Judicial, quienes estarán a cargo de vigilar el cumplimiento de las penas y de las obligaciones impuestas a los condenados, de acuerdo con la distribución de trabajo que disponga el Consejo Superior de la Judicatura en cada una de las salas de Justicia y Paz. 

PARÁGRAFO. El Consejo Superior de la Judicatura adoptará las decisiones conducentes y proveerá los cargos que sean necesarios para garantizar que las funciones de las autoridades judiciales mencionadas en el presente artículo, sean ejercidas por magistrados diferentes. La Sala Plena de la Corte Suprema de Justicia proveerá los cargos de magistrados de Tribunal Superior de Distrito Judicial a los que se refiere esta ley a partir de las listas enviadas por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, las cuales serán elaboradas de acuerdo con el procedimiento señalado en el artículo 53 de la Ley 270 de 1996. 

1. Decisión

Primero.- Declarar la INEXEQUIBILIDAD de la expresión “las cuales serán elaboradas de acuerdo con el procedimiento señalado en el artículo 53 de la Ley 270 de 1996” contenida en el parágrafo del artículo 28 de la Ley 1592 de 2012.

Segundo.- Declarar la EXEQUIBILIDAD de la expresión “La Sala Plena de la Corte Suprema de Justicia proveerá los cargos de magistrados de Tribunal Superior de Distrito Judicial a los que se refiere esta ley a partir de las listas enviadas por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura”, en el entendido que los cargos a los que se refiere dicho precepto legal, deberán ser provistos de la lista de elegibles vigente en materia penal. 

3.
Síntesis de los fundamentos

La Corte reiteró lo señalado en la sentencia C-333/12, en la cual ratificó que el artículo 125 de la Constitución establece de manera clara y diáfana que los empleos en los órganos y entidades del Estado son de carrera, con cuatro excepciones: los cargos de elección popular, los de libre nombramiento y remoción, los trabajadores oficiales y las excepciones que establezca el legislador. Una visión restringida del citado precepto constitucional conduciría a la declaratoria de constitucionalidad del precepto legal acusado, ya que podría alegarse que el sistema de elección de los  magistrados de justicia y paz corresponde, precisamente, a la última de las excepciones que puede establecerse mediante ley. Sin embargo, este Tribunal consideró que no es posible llegar a dicha conclusión, a partir dela regla establecida en la sentencia C-718/08, conforme a la cual, los funcionarios judiciales deben ser elegidos de una lista conformada mediante concurso público de méritos, sin importar que su caso fuese tan solo temporal. 

Para la Corporación, la búsqueda de la paz como valor fundamental del Estado Social de Derecho, le otorga al Congreso de la República un amplio margen de configuración en la definición de los distintos componentes que permiten el diseño de este tipo de procesos, “sin relevarlo de cumplir con los parámetros constitucionales mínimos”, especialmente en términos de razonabilidad y proporcionalidad. Con fundamento en esto y a pesar de ese amplio margen de configuración legislativa que permite expedir reglas especiales en materia de justicia y paz, entre ellas las referentes a la forma de designar a las autoridades que integran esta jurisdicción, la Corte encontró que el legislador está sujeto al mismo tiempo al mandato del artículo 125 de la Carta Política, por virtud del cual debe garantizar un sistema de selección (el concurso público de méritos) que asegure la idoneidad de quienes ingresan a la carrera judicial, como elemento estructural de la Constitución Política de 1991. 

Si bien la Corte reconoce que existen diferencias entre los funcionarios judiciales ordinarios y los de justicia y paz, en virtud de las cuales se pueden justificar diferentes sistemas de selección que contemplen las especiales y específicas condiciones técnicas y profesionales que requieren dichos cargos, eso no significa que se pueda prescindir del concurso de méritos para acceder a los mismos, así sea de manera temporal. Dicha diferencia no puede dar lugar a que el proceso de selección se realice alejado del carácter público y transparente que brinda la herramienta del concurso público. Además, recabó el cumplimiento estricto del artículo 163 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, el cual ordena que “Los procesos de selección serán permanentes con el fin de garantizar en todo momento disponibilidad para la provisión de las vacantes que se presenten en cualquier especialidad y nivel dentro de la Rama Judicial”.
Por lo anterior, la provisión de los cargos de magistrados de justicia y paz mediante listas que se elaboren por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura sin mediar un concurso público de méritos, desconoce abiertamente el mandato del artículo 125 de la Constitución. Pese a que esas listas se conforman por las personas que se hayan inscrito previamente con tal propósito, lo cierto es que dicha elaboración se hace discrecionalmente por la Sala Administrativa, sin someter a los aspirantes propiamente  un concurso de méritos que permita seleccionar de manera objetiva y en igualdad de oportunidades, a quienes obtengan los mejores puntajes. Por consiguiente, la Corte procedió a excluir del ordenamiento, el aparte normativo del parágrafo del artículo 28 de la Ley 1592 de 2012 que establecía la designación de los magistrados de justicia y paz de Tribunal Superior de Distrito Judicial de listas elaboradas directamente por la Sala Administrativa, de conformidad con el artículo 53 de la Ley 270 de 1996, que está previsto en la Constitución únicamente para los magistrados de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo de Estado. 

Por las mismas razones, la Corporación consideró que la constitucionalidad el resto del inciso demandado debe condicionarse a que en efecto, la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura tiene competencia para elaborar las listas de las cuales la Corte Suprema de Justicia debe designar a los magistrados de justicia y paz, pero no de manera libre, sino como resultado de la realización de un concurso público de méritos para seleccionar como elegibles para esos cargo a los que obtengan los mejores puntajes para magistrados en materia penal.

4.
Salvamento y aclaraciones de voto

El magistrado Luis Guillermo Guerrero Pérez salvó parcialmente el voto, por cuanto no está de acuerdo con la decisión de inexequibilidad de un segmento del parágrafo acusado, toda vez que a su juicio era válido constitucionalmente, mantener la posibilidad de que la designación de los magistrados de justicia y paz por parte de la Corte Suprema de Justicia, pueda hacerse provisionalmente mediante listas que elabore la Sala Administrativa, cuando no se disponga de lista de elegibles vigentes de magistrados en materia penal, por su agotamiento y no existir candidatos disponibles o por vencimiento del término legal de vigencia. En su concepto, esta era una forma de garantizar que pudieran proveerse temporalmente las vacantes que se presenten en dichos cargos, mientras se adelanta el concurso público de méritos correspondiente, de manera que se garantice la continuación en la función de administrar justicia en esos procesos. 

Los magistrados María Victoria Calle Correa y Luis Ernesto Vargas Silva anunciaron la presentación de aclaraciones de voto relativas a algunos de los fundamentos de la decisión adoptada mediante la sentencia C-532/13. El magistrado Jorge Iván Palacio Palacio se reservó una eventual aclaración de voto. 

JORGE IVÁN PALACIO PALACIO

Presidente 

